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60.
El
Comité
examinó
el
informe
inicial
de
México  (CCPR/C/22/Add.1) en sus sesiones 386ª, 387ª y 404ª, celebradas el 13 y el 26 de octubre de 1982 (CCPR/C/SR.386, 387 y 404).

61.
El informe fue presentado por el representante del Estado parte que indico que largos y minuciosos estudios comparativos habían demostrado que la legislación nacional y los instrumentos jurídicos internacionales de protección de los derechos humanos más importantes estaban en perfecta concordancia, que los derechos enunciados en el Pacto estaban en consonancia con las garantías individuales y sociales previstas en la Constitución Política y las leyes mexicanas y que los fundamentos filosóficos del Pacto y los del derecho mexicano coincidían plenamente.
62.
Los  miembros  del  Comité  agradecieron  al  Gobierno  de México  la  cooperación  de  que  habían  dado  pruebas  al  presentar  a tiempo un informe preparado de conformidad con las directrices del Comité y al acceder a enviar inmediatamente una delegación para el examen de ese informe antes de la fecha prevista en un principio. A este respecto se preguntó si se sabía en México que el Gobierno iba a presentar un informe al Comité y si las disposiciones del Pacto habían sido  objeto  de  una  amplia  difusión,  en  particular  entre  abogados y funcionarios judiciales, la policía y otras autoridades, tanto en el plano federal como en el de los Estados. Tomando nota de que las practicas, costumbres y tradiciones eran mas importantes que el derecho escrito y considerando la actual crisis económica de México, los miembros solicitaron información sobre cualesquiera factores y dificultades que afectaran  a  la  aplicación  el  Pacto,  asi  como  datos  estadísticos  que hicieran ver los progresos realizados en el goce de los derechos y libertades consagrados en el Pacto.

63.
Con respecto al artículo 1 del Pacto se destacó que era la primera vez que en un informe presentado al Comité se insistía en el dominio de los recursos naturales como elemento del derecho de los pueblos a disponer de ellos mismos y que la experiencia de México demostraba que cuanto más dueño de su economía era un país mejor podía luchar contra la intervención extranjera, preservar culturas nacionales y defender los derechos humanos y se expresó el deseo de

saber qué influencia podrían tener esas mediciones económicas sobre el disfrute  de  los  derechos  humanos  en  México.  A  este  respecto  se preguntó si México interpretaba el derecho de los pueblos a la libre determinación como un derecho aplicable a la estructura federal del estado mexicano y cuál era la  actitud de México con respecto a los pueblos  que  luchaban por  su  libre  determinación en  África y  en  el Oriente, en particular el pueblo palestino.

64.
En relación con el artículo 2 del Pacto se hizo notar que, con arreglo a la Constitución Mexicana, en caso de conflicto, las disposiciones de la Constitución Federal, de las leyes federales y del Pacto prevalecerían sobre  toda disposición en contrario que  pudiera haber en las leyes propias de cada uno de los Estados de la Federación mexicana, y se pregunto que disposiciones prevalecerían si se diese un conflicto entre el Pacto y la Constitución Federal o alguna ley federal, si existía  jurisprudencia  mexicana  sobre  este  punto  y  si  el  pacto  se invocaba alguna vez en la práctica y, en caso afirmativo, si se habían dictado fallos judiciales a este respecto. Considerando que era en el plano estatal o municipal donde más probablemente podrían producirse violaciones de los derechos humanos, se preguntó de qué medios de control disponía el  Estado Federal para garantizar el  respeto de  los derechos humanos por las autoridades estatales. A este respecto varios miembros solicitaron más información sobre el procedimiento de amparo, en particular sobre la amplitud de su esfera de aplicación, sobre su efectividad en la práctica, sobre lo que podía significar en la práctica para un campesino mexicano y si éste podía interponer por sí mismo ese recurso o si necesitaba la asistencia de un letrado y, en ese caso, si era un procedimiento costoso.  Se  preguntó  también  si  el  procedimiento de amparo era aplicable a toda acción de la policía, así como en el caso de personas desaparecidas, y si podían recurrir a él personas que desearan afirmar sus derechos en virtud del Pacto, qué órgano existía para hacer cumplir los fallos judiciales y si había en México instituciones privadas o públicas encargadas de la promoción y defensa de los derechos humanos.
65.
Refiriéndose  al  artículo  3  del  Pacto,  los  miembros  del Comité señalaron que el informe era muy breve y se limitaba a la referencia del artículo pertinente de la Constitución que consagraba el principio de igualdad ante la ley. Se señaló que este principio no era mas que un aspecto de la igualdad entre los sexos y su enunciado en la constitución no era suficiente para convertirlo en igualdad real. Refiriéndose a otro artículo de la constitución que disponía que el Presidente de México había de ser, entre otras cosas, hijos de padres mexicanos  por   nacimiento,  un   miembro  se   preguntó  si   eso   era compatible con el  principio de  igualdad consagrado en el  Pacto. Se

solicitó  información  sobre  los  porcentajes respectivos  de  hombres  y mujeres en las instituciones educacionales, en las ramas ejecutiva, legislativa y judicial del Gobierno y en las profesiones liberales y sobre las medidas tomadas para garantizar la igualdad real entre hombres y mujeres y en particular para informar a estás ultimas de sus derechos en virtud del Pacto.

66.
Con  respecto  al  artículo  4  del  Pacto  varios  miembros expresaron el deseo de que se aclarara si el artículo 29 de la Constitución concordaba plenamente con dicho artículo y si en los últimos años se habían declarado en México situaciones de excepción.
67.
Por lo que respecta al artículo 6 del Pacto, los miembros señalaron la falta de información en el informe sobre varios aspectos del derecho a la vida, tales como las medidas necesarias para reducir la mortalidad infantil actualmente alta y combatir la criminalidad. Se preguntó por qué no se consideraba el aborto como una medida de planificación de la familia, reconocida en la Constitución; qué medidas efectivas se tomaban para limitar el uso de las armas por parte de la policía o en relación con las actividades de las fuerzas de seguridad privadas o de las bandas de gamberros; si era apropiado garantizar el derecho de todo habitante a poseer armas de fuego; y qué medidas efectivas  se  tomaban  para  investigar  las  presuntas  desapariciones y muertes a manos de las fuerzas de seguridad, llevar a los responsables ante la justicia e impedir la repetición de tales incidentes. Los miembros pidieron  aclaraciones respecto  a  los  datos  contenidos  en  el  informe según los cuales, por una parte, se había abolido la pena de muerte en México y, por otra, se enumeraban los delitos por los que podía imponerse esa  pena  con  arreglo  a  los  previsto  en  la  legislación. Se preguntó en  particular  cuáles  eran  exactamente los  delitos  militares graves y los cometidos por salteadores de caminos por los que podía imponerse la pena de muerte y si podía imponerse esa pena a guerrilleros o a personas que participaran activamente en un insurrección civil.

68.
Al  hacer  observaciones sobre el  artículo 7  del Pacto los miembros elogiaron la prohibición expresa de todo tipo de tortura de la Constitución Mexicana y solicitaron información sobre los mecanismos que se hubieran establecido en virtud de al legislación mexicana para garantizar el respeto real de las prohibiciones constitucionales de malos tratos. Preguntaron también si se habían producido en México casos de tortura o de malos tratos de los que hubieran sido culpables policías y agentes de seguridad y por los cuales les hubiera castigado y cuáles eran las sanciones previstas en tales casos. Señalando que en el Código Penal de México se hacia referencia al castigo corporal como una pena normal,

algunos miembros preguntaron a qué delitos se aplicaba esta pena y por qué pensaban las  autoridades mexicanas que el castigo corporal era compatible con el artículo 7 del Pacto. Manteniendo que, en su opinión, el no rechazo de los refugiados era en la actualidad un principio general del   derecho   internacional,   y   probablemente   constituía   un   deber implícito en virtud de este artículo, un miembro preguntó si México adoptaba la misma opinión y en tal caso si podía darse alguna explicación de las circunstancias que rodeaban las noticias relativas a grupos  de  personas  que  cruzaban  la  frontera  meridional  y  eran devueltas a su país de origen. Con referencia a algunos artículos del Código  Sanitario  Mexicano  se  preguntó  si  se   había  de  sacar  la conclusión de que los experimentos médicos que no pusieran en peligro la vida del sujeto podían llevarse a cabo incluso sin su consentimiento.

69.
En  relación  con  el  artículo  8  del  Pacto  se  solicitaron aclaraciones sobre el artículo 5 de la Constitución, que preveía excepciones al derecho de dedicarse a la profesión preferida y hacía obligatorio  el  ejercicio  de  los  “cargos  concejiles  y  los  de  elección popular” y se preguntó si un ciudadano mexicano que hubiese sido elegido para ocupar un cargo civil y rehusara podría ser obligado a hacerlo  contra  su  voluntad  y  en  tal  caso  si  ello  no  estaría  en contradicción con el Pacto.

70.
En relación con el artículo 9 del Pacto se preguntó si las autoridades administrativas estaban facultadas para tomar medidas de privación  de  libertad;  si  existían  suficientes  garantías en  el  derecho mexicano para impedir la reclusión arbitraria de personas mentalmente perturbadas en instituciones psiquiátricas; si una “denuncia, acusación o querella” apoyada “por persona digan de fe o por otros datos que hagan probable la responsabilidad del sujeto”, como se indicaba en el informe, era suficiente par aplicar la detención preventiva y, si no lo era, en qué condiciones podrían aplicarse; si un detenido tenia derecho a ver a su abogado inmediatamente después de la detención o si podía ser mantenido incomunicado. Se preguntó cuáles eran los “casos urgentes” en los  que  el  Ministerio Público estaba autorizado a  mantener a  su disposición a la persona detenida, como se indicaba en el informe, y si tal disposición no podía dar lugar a órdenes arbitrarias de detención inmediata. Se preguntó también si una persona podía quedar detenida hasta un año si la pena prevista por el presunto delito excedía de dos años de prisión, como implicaba la Constitución, y, en tal caso, si ello estaba en concordancia con el Pacto.

71.
Al hacer observaciones sobre el artículo 10 del Pacto, los miembros solicitaron información sobre la protección de las personas detenidas en lugares distintos de las cárceles. Tomando nota de que la

Constitución castigaba “toda molestia que se infiere sin motivo legal”, un miembro preguntó si existían motivos legales para molestar a un preso en virtud del sistema jurídico mexicano. Se preguntó también cuál era la autoridad responsable de supervisar las cárceles para menores y qué facultades poseían los inspectores.

72.
En relación con el artículo 13 del Pacto, los miembros del Comité se preguntaron sin discutir el derecho soberano de México a formular una reserva con respecto a este artículo, si era realmente necesario privar a los extranjeros de las garantías concedidas por el Pacto y si, considerando los actuales trabajos de la Tercera Comisión de la Asamblea General sobre los derechos de los extranjeros, el Gobierno mexicano consideraba la posibilidad de modificar la Constitución con el fin de ofrecer esas garantías y hacer posible el retiro de las reservas a dicho artículo.

73.
Por lo que respecta al artículo 14 del Pacto, se solicitó más información sobre la composición del poder judicial, el origen social de los jueces, las condiciones de nombramiento y destitución y sobre el acceso del hombre de la calle a la administración de justicia. Tomando nota de que según el Código Penal de México se presumía la “intención delictuosa”, los  miembros expresaron el  deseo  de  que  se  diera una explicación de esa disposición que parecía estar en contradicción con el principio de presunción de la inocencia enunciado en el Pacto. Se preguntó también, si se podía ejercer en la práctica el derecho de toda persona declarada culpable de un delito, incluida la vagancia, de apelar a un tribunal superior.

74.
Haciendo observaciones sobre el artículo 18 en relación con los artículos 2, párrafo 1,19, 22, 25 y  26 del Pacto, los miembros se preguntaron por qué los actos de culto público debían realizarse en el interior de los lugares de culto público y si las autoridades mexicanas habían tropezado con dificultades a consecuencia de las prácticas religiosas de  fieles  de  determinadas religiones que  no  se  realizaban necesariamente dentro de lugares específicos de culto; por qué estaban prohibidas las escuelas religiosas y por qué no eran reconocidos los cursos impartidos en seminarios de la misma manera que los cursos de otras instituciones de enseñanza; por qué la ley no reconocía personalidad jurídica a las iglesias; por qué los órganos legislativos de los Estados eran los únicos facultados para determinar el número máximo de ministro de los cultos, según las necesidades de cada localidad; por qué se había de prohibir que los ministros de un culto religioso fuesen diputados, por qué  los  ministros de  congregaciones religiosas no podían criticar las leyes fundamentales de un país, a las autoridades en particular o al gobierno en general y si se podía impedir

a un eclesiástico que expresase sus opiniones políticas en caso de abuso de la policía, por ejemplo.

75.
Por lo que respecta al artículo 19 del Pacto se solicitó más información acerca del régimen jurídico existente con respecto a la radio y la televisión mexicanas, de als disposiciones por las que se garantizaba que no hubiese dominio por un solo movimiento político y del control del  suministro  de  papel  periódico  por  un  organismo  denominado PIPSA.

76.
En lo que respecta al artículo 22 del Pacto, se preguntó si era  cierto  que  en  México  existía  una  prohibición  con  respecto  a  la elección de funcionarios sindicales y a la creación de un sindicato y, en caso afirmativo, qué justificación podía darse de  tal  injerencia en la libertad de asociación. Se preguntó también si los residentes extranjeros tenían derecho a afiliarse a sindicatos en México.

77.
En relación con los artículos 23 y 24 del Pacto se solicitó más información sobre los derechos y obligaciones de los cónyuges, en particular en esferas tales como derechos de propiedad, divorcio y sucesión; sobre la actitud de los jueces en relación con el adulterio y sobre la igualdad de derechos de los hijos nacidos fuera del matrimonio y de los hijos nacidos de matrimonio.

78.
En   relación   con   el   artículo   25   del   Pacto   se   solicitó información sobre la realización de las elecciones y sobre cualesquiera restricciones que pudieran imponerse al funcionamiento de los partidos políticos.  ¿Gozaba  toda  persona  del  derecho  a  votar  y  a  ejercer libremente ese derecho? ¿Cómo se elegían los candidatos para las elecciones? ¿Podían elegir los electores entre diversos candidatos? Señalando que, con arreglo a varias disposiciones, únicamente podían ocupar ciertos cargos públicos los nacionales mexicanos por nacimiento, un miembro pregunto si ello no estaba en contradicción con el Pacto.

79.
Al hacer observaciones sobre el artículo 26 del Pacto y con referencia al artículo 1 de la Constitución mexicana, un miembro pregunto si existían otras leyes o disposiciones que ofrecieran protección especial contra los tipos de discriminación mencionados en el artículo 2 del  Pacto  y  si  se  habían  tomado  medidas  positivas  para  evitar situaciones discriminatorias.

80.
En  relación con  el  artículo  27  del  Pacto  se  solicitó  más información sobre las minorías étnicas y su condición jurídica y sobre la política oficial con respecto a ellas. Se preguntó si sus miembros recibían educación  en  su  lengua  materna;  que  oportunidades  prácticas  se ofrecían para que las comunidades indias pudieran conservar sus lenguas  y  culturas  y  utilizar  sus  propios recursos  y  tierras para su

propio desarrollo; si las minorías nacionales estaban debidamente representadas en el Parlamento por sus propios miembros, si existían escaños reservados para ellas y cuantos ministros, embajadores y dirigentes eran de origen indio.

81.
Antes de  responder a  las  preguntas formuladas por  los miembros del Comité, el representante del Estado parte señaló que el poco   tiempo   disponible   sólo   le   había   permitido  celebrar   breves consultas con  su  Gobierno,  que,  en  consecuencia, sus  observaciones deberían considerarse simplemente como parte de un diálogo informal y no como posición oficial y definitiva de su Gobierno sobre las cuestiones planteadas y que sus respuestas debían considerarse teniendo en cuenta la dedicación de México a los derechos humanos y su reconocimiento de que quedaba mucho por hacer, tanto dentro como fuera del país, para lograr la plena promoción y protección de dichos derechos.
82.
Por lo que respecta a difusión dada al Pacto de México, el orador explicó que desde la adhesión de México al mismo no había tiempo suficiente para que su texto recibiera divulgación por todo el país, teniendo en cuenta la lejanía geográfica de algunas comunidades y la  situación  socioeconómica d  algunos  sectores  de  la  población.  No obstante, después del decreto de aprobación de 20 de mayo de 1981, se había  publicado  el  decreto  de  promulgación,  que  contenía  el  texto íntegro del Pacto, así como el de las declaraciones interpretativas y las reservas formuladas, decreto que había sido objeto de considerable difusión en los medios de comunicación social. Las autoridades administrativas y judiciales de todos los niveles estaban informadas de las disposiciones del Pacto, que había publicado en el Diario Oficial de la Federación, lectura obligatoria para todos los funcionarios públicos. El Pacto sería mejor conocido a medida que los ciudadanos empezaran a acogerse   a   sus   disposiciones   en   defensa   de   sus   derechos.   El representante declaró también que en México no se había anunciado que el Comité iba a examinar el informe mexicano.

83.
En  respuesta  a  observaciones hechas  en  relación  con  el artículo 1 del Pacto, el orador señaló que las posibilidades de aplicación del Pacto habían mejorado realmente, por lo menos en lo que respecta al artículo 22, debido a la nacionalización, el 1º de septiembre de 1982, de la banca privada, en virtud de la cual los empleados de banca habían obtenido los derechos laborales y sindicales que anteriormente se les negaban. No obstante, no había habido tiempo suficiente para que salieran a la luz dificultades prácticas en la aplicación del Pacto, pero en su próximo informe el Gobierno estaría en mejor posición para facilitar información sobre ese punto. Señaló también que su país había hecho del  principio  de  la  libre  determinación  de  los  pueblos  uno  de  los
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abogado constantemente por la aplicación de ese principio en todas las regiones del  mundo,  se  tratase  del  pueblo  palestino,  del  nicaragüense o  del cubano, y  que la  participación activa de México como miembro del Consejo de las Naciones Unidas para Namibia era la mejor ilustración de esa política.

84.
En cuanto a las cuestiones planteadas en relación con el artículo 2 del Pacto, el representante declaró que la Constitución daba a ese instrumento supremacía sobre los tratados internacionales que obligaran México y que esa disposición debía considerarse a la luz del hecho de que su país era parte de la convención de Viena sobre el derecho de los tratados, que regía la capacidad de México para invocar su derecho interno frente a un tratado internacional del que fuera parte, que no existía jurisprudencia de la Suprema Corte sobre la cuestión de la supremacía y que por ser reciente la adhesión de México al Pacto, los tribunales no habían recibido o resuelto asuntos basados concretamente en los derechos consignados en el mismo. Indicó, sin embargo, que, con arreglo  a  la  Constitución,  los  jueces  de  todos  los  Estados  de  la Federación debían aplicar la Constitución federal y las leyes y los tratados, pese a cualesquiera disposiciones en contrario que pudieran figurar en al Constitución o en las leyes de los distintos Estados y que el recurso de amparo ofrecía también un medio de ejercer control sobre la efectividad de los derechos humanos, puesto que podía ser invocado por las autoridades federales contra leyes o actos de las autoridades de los Estados. Señaló también que en virtud de una ley reciente sobre las responsabilidades de los funcionarios y empleados federales y estatales, las violaciones sistemáticas por esos funcionarios de las garantías individuales y colectivas eran consideradas como delitos por los que podían imponerse graves penas. Explicó que podía interponerse el recurso de amparo frente a autoridades legislativas, administrativas o judiciales así como respecto de actos, leyes o sentencias de tales autoridades y que este recurso podía presentarse en caso de violación de cualesquiera de los derechos reconocidos en el Pacto en la medida en que esos derechos estuvieran previstos en la Constitución. Aclaró también la distinción entre el amparo directo o indirecto y especificó los casos en que podían aplicarse uno u otro. Al recurso de amparo tenía acceso toda persona que se encontrara en la República. En el caso de los campesinos existía  un  procedimiento especial para  salvaguardar sus derechos, contenido en la Ley de Amparo, que permitía que los asuntos siguieran adelante aun cuando hubiera deficiencias en la forma de presentación ante  los  tribunales. La  asistencia de  un  letrado  no  era obligatoria en los procedimientos de amparo pero aconsejable, sobre todo para aquellos sectores de la población que carecía en absoluto de

formación jurídica. Aunque el procedimiento era gratuito, las personas que necesitaran asistencia letrada tendrían que incurrir en gastos que no siempre podrían sufragar. El juicio de amparo era inapelable pero existían recursos de revisión, queja y reclamación. El representante se refirió además a varias instituciones dedicadas a la protección de los derechos humanos en México, incluido el Comité nacional de derechos humanos y el Grupo sobre personas desaparecidas.

85.
En respuesta a las preguntas formuladas en relación con el artículo 3 del Pacto, el representante declaró que no sólo se había promulgado una legislación destinada a asegurar la igualdad de los sexos sino que se había avanzado hacia esa igualdad en al vida económica, política y social del país. Dio varios ejemplos y datos estadísticos en este sentido y destacó en particular los progresos realizados en la esfera de la educación. Señaló que el uso del género masculino en la referencia que se hacía en al constitución a los requisitos para ser Presidente de la República era sólo una cuestión gramatical y que el artículo pertinente sólo podía interpretarse en el sentido de que era legalmente posible que una mujer ocupase ese cargo. No, obstante, en la legislación vigente había casos en que probablemente sería necesario en lo futuro eliminar distinciones por razones de sexo, por ejemplo, en el caso del estupro, en relación con el cual el Código Penal del Distrito Federal indicaba que la parte ofendida sólo podía ser una mujer.

86.
En cuanto a las cuestiones planteadas en relación con el artículo 6 del Pacto el representante declaró que a su delegación le era difícil interpretar el derecho a la planificación de la familia como un derecho a abortar los hijos concebidos puesto que una pareja que no deseara tener hijos podía recurrir a numerosos medios que estaban al alcance de toda la población; que el uso de armas de fuego por la policía estaba reglamentado por varias normas entre ellas la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, que también restringía la posesión y utilización de armas; que toda la legislación pertinente se había aplicado estrictamente y que existía una indudable tendencia a hacer más difícil el poseer y llevar armas; que la actitud del Gobierno de México con respecto  a  las  personas  desaparecidas se  ponía  de  manifiesto  en  la cooperación
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sobre desapariciones forzadas o involuntarias de personas, que había visitado México   y   recibido   la   plena   asistencia   de   las   autoridades.   El representante  declaró  que  la  pena  de  muerte  se  había  aplicado  en México por ultima vez en 1929, pero admitió que el mantenimiento de esa pena en la constitución para diversos delitos, siendo así que se había suprimido en el código penal federal y en los códigos de los Estados, podía originar ciertas interpretaciones. Indicó los delitos a que podía

aplicarse la pena de muerte en virtud del derecho militar pero señaló que informaría a su Gobierno acerca de las observaciones hechas en el comité en el sentido de que sólo toleraba la pena de muerte para los delitos mas graves, mientras que la segunda preveía su aplicación, entre otros, a delitos de dudosa gravedad como el  asalto en los  caminos. Respondiendo a una pregunta relativa a los guerrilleros señaló que en el código  penal  el  delito  de  los  que  quebrantaban la  paz  pública  con presión sobre las autoridades sobre las autoridades en sus decisiones se describía como delito de terrorismo.

87.
En  relación  con  preguntas  formuladas  a  propósito  del artículo 7 del Pacto, el representante declaró que no existía un mecanismo especifico para impedir y castigar la tortura y los tratos crueles, inhumanos o degradantes; que el Código Penal tipificaba como abuso de  autoridad la  violencia ejercida por  un funcionario público contra una persona sin causa legítima, o la vejación o el insulto por el funcionario a esa persona, así como cualquier otro acto atentatorio a las garantías individuales y que ese delito se castigaba con un máximo de seis años en prisión, multa y destitución del empleo; y que por castigo corporal sólo podían entenderse las penas y medidas de seguridad dispuestas en el Código Penal. Su Gobierno había respetado escrupulosamente el principio de no rechazo de los refugiados, aunque podía haber habidos casos aislados en los que las autoridades locales lo hubiesen infringido. En cuanto a los experimentos médicos, señaló que el código sanitario exigía el consentimiento por escrito del interesado o de su representante legal en el caso de los enfermos mentales y otras personas incapacitadas, hubiese o no riesgo para la vida.

88.
En respuesta a las preguntas formuladas en relación con el artículo 9 del Pacto, el representante señalo que como excepción a la regla general, el Ministerio Público o la policía judicial podían detener a una persona in orden judicial, pero sólo en caso de flagrante delito o de notoria urgencia; que los “casos urgentes” eran aquellos en que existía temor fundado de que el inculpado tratara de ocultarse o de eludir la acción de la justicia cuando no existía autoridad judicial en el lugar; que el Ministerio Público podía poner en libertad a una persona cuya detención considerare injustificada con  arreglo  al  Código federal  de procedimientos penales; que en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia las palabras “o por otros datos que hagan probable la responsabilidad del inculpado”, que figuraban en la Constitución, significaban indicios de la existencia de un hecho delictivo y de circunstancias
que
crearan
una
presunción
de
la
probable responsabilidad del detenido, aun cuando dicha responsabilidad se desvaneciera durante el juicio; que un funcionario que después de practicar una detención no pusiera al detenido a disposición del juez

entro de las 24 horas sería consignado y que el derecho a disponer de un defensor de oficio estaba garantizado desde el momento mismo de la detención.

89.
Por lo que respecta al artículo 10 del Pacto, el representante declaró que el Reglamento de Reclusorios del Distrito Federal, de 1979, prohibía toda forma de violencia física o moral y actos o procedimientos que menoscabasen la dignidad de los presos. Aparte del Consejo Tutelar mencionado en el informe existían otras instituciones, como el Patronato para menores, cuya finalidad era prestar asistencia moral y material a los que habían delinquido, a los que se encontraban socialmente abandonados o estaban pervertidos o en peligro de pervertirse.

90.
En respuesta a las observaciones hechas en relación con el artículo 13 del  Pacto, el representante señaló que las limitaciones al ejercicio por parte de los extranjeros de ciertos derechos previstos en el pacto,  respecto  de  los  cuales  su  país  había  formulado  reservas, derivadas de la facultad discrecional de su Gobierno de determinar si era pernicioso un  extranjero que  se  dedicase a  actividades ilícitas o deshonestas, se inmiscuyera en los asuntos políticos del país o entrara ilegalmente en  el  mismo.  Declaró  también  que  el  estado  actual  del examen en la Asamblea General de las Naciones Unidas de los derechos humanos de personas que no eran ciudadanas del país en que vivían no parecía exigir una revisión de la legislación mexicana aplicable a los extranjeros.

91.

En  relación  con  las  preguntas  formuladas  acerca  del artículo 14 del Pacto, el representante se refirió a las disposiciones relativas a los requisitos para el nombramiento de los jueces así como a las condiciones y procedimientos para su destitución. Señaló que los requisitos profesionales exigidos a los jueces permitirían que ocupasen esos puestos personas procedentes de sectores de sociedad que tenían mayores  posibilidades  de  satisfacerlos,  especialmente  mediante  el acceso a la educación superior. Sostuvo que el informe era incompleto en cuanto a la referencia a la presunción de inocencia de que debía gozar toda persona. No se trataba de una presunción de culpabilidad o inocencia  de  un  acusado  sino  más  bien  de  la  intencionalidad o  no intencionalidad de  un  acto u  omisión tipificado como delito y  cuya comisión se hubiese probado. Afirmó que, a su juicio, dado que ni la Constitución ni la Ley de Amparo hacían excepciones respecto del derecho de apelación de los vagos y puesto que la Constitución prevalecía sobre el código de Procedimientos Penales del Distrito Federal,
correspondería
a
las
autoridades
legales
competentes determinar si la aplicación del artículo pertinente de ese Código era contraria o no a la Constitución.
92.
En respuesta a las cuestiones y observaciones formuladas en relación con el artículo 18 del Pacto, el representante declaró que su delegación había hecho saber al Gobierno de México que en opinión de algunos miembros del Comité existía cierta incompatibilidad entre el Pacto y las dispociciones de la constitución y otras leyes mexicanas que restringían los derechos de los ministros de culto y algunos aspectos de la libertad religiosa distinta de las expresamente mencionadas por Mexicó en sus reservas al inciso b) del artículo 25 del Pacto y de las que abarcaba su declaración interpretativa del artículo 18 del Pacto. Señaló que no podía aceptar que las limitaciones legales impuestas en México al ejercicio de la libertad de religión y a los derechos civiles y políticos de los ministros de culto constituyeran discriminación por motivos de religión,  puesto  que  esas  disposiciones  se   aplicaban  a  todas  las religiones  y  a  ninguna  en  particular.  Subrayó  que  la  legislación mexicana trataba de evitar la formación de todo tipo de grupo politico cuyo nombre contuviera cualquier palabra o indicación que lo vinculara a una confesión religiosa, y declaro que todo el que conociera la historia de México debería ver en esa política legislativa únicamente el afán de mantener el carácter laico del Estado, en separación total de las iglesias.

93.
En respuesta a las cuestiones planteadas en relación con el artículo 19 del Pacto declaró que con arreglo a la Ley Federal sobre Organizaciones Políticas y Procesos Electorales, todos los partidos políticos tenían acceso a los medios de comunicación y con una periodicidad mensual, así como en el momento de las elecciones, y que cada partido tenía libertad para decidir el contenido de sus emisiones durante el tiempo que se le asignara.

94.
El representante informó al Comité de que comunicaría a su Gobierno la preocupación expresada por varios miembros con respecto a la aplicación en México de las disposiciones del artículo 22 del Pacto en relación con al libertad de asociación. Indicó también que los extranjeros podían pertenecer a sindicatos pero no podían formar parte de su directiva.

95.
En respuesta a una preguntada formulada en relación con el  artículo  24  del  Pacto  el  representante  declaró  que  en  virtud  del Código Civil el hijo nacido fuera del matrimonio y reconocido por sus padres o por uno de ellos tenía derecho a recibir la porción hereditaria correspondiente a cualquier hijo.

96.
Refiriéndose a las cuestiones planteadas en relación con el artículo 25 del Pacto, indicó que la Ley Federal sobre Organizaciones Políticas y Procesos Electorales regulaba la constitución de los partidos políticos y exigía que se registrasen para gozar de personalidad jurídica a todos los efectos legales y tambien establecía normas para garantizar la

libertad y la seguridad durante las elecciones; que la Constitución establecía los requisitos exigidos para puestos electivos tales como los de Presidente de la República, diputados y senadores, que eran previstos normalmente en  todo  país,  y  que  en  las  elecciones presidenciales y parlamentarias celebradas a comienzos del año el pueblo de México con el mayor grado de posibilidades de su historia, debido sobre todo a la participación en el proceso electoral de diversos partidos políticos.

97.
En respuesta a una pregunta formulada en relación con el artículo 26 del Pacto, el representante se refirió a las disposiciones a las disposiciones pertinentes de la Constitución, del Código Penal, de la Ley de Imprenta, de la Ley de Radio y Televisión así como varios convenios internacionales, tales como la Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, instrumento en los que México era parte y que se habían incorporados a su derecho nacional.

98.
En relación con muchas preguntas formuladas acerca del artículo 27 del Pacto, el representante indicó que en 1978 la población indígena de México había sido estimada en 6 millones, es decir aproximadamente el 9% de la población calculada para ese año, y estaba dividida en más de 55 grupos étnicos. Con arreglo a la Ley Federal de Educación, la enseñanza de la lengua nacional como idioma común para todos  los  mexicanos, debía  realizarse sin  menoscabo del  uso  de  las lenguas autóctonas, y uno de los objetivos del Instituto Nacional Indigenista era  fomentar  el  respeto  y  la  divulgación de  las  lenguas indígenas de México. Para más información el representante remitió a los miembros del Comité a los informes presentados por su Gobierno al Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial.

* Este documento es copia fiel de la Compilación de observaciones finales del Comité de Derechos  Humanos sobre países de América Latina y el Caribe (1977-2004) de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos Representación Regional para América Latina y el Caribe y  el Centro de Derechos Humanos, Facultad de Derecho, Universidad de Chile. Disponible en http://www2.ohchr.org, consultada el 1° de abril de 2011.















